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H. DIPUTACIÓN PERMANENTE
PRESENTE. - 
Quien suscribe, Amelia Deyanira Ozaeta Díaz, en mi carácter de Diputada de la Sexagésima Sexta Legislatura, así como integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, acudo ante esta Honorable Representación Popular , con fundamento en los artículos       64 fracciones I y II, y 68 fracción I de la Constitución Política del Estado,  y por lo dispuesto, en el artículo 167 fracción I, 169, 170 y demás      relativos de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, a efecto de  presentar iniciativa con carácter de Punto de Acuerdo de urgente resolución, con el objetivo de exhortar  respetuosamente al H. Ayuntamiento de Chihuahua a través de de su Secretaría a que replantee los preceptos contenidos en el recientemente aprobado Reglamento de Justicia Cívica para el Municipio de Chihuahua, a fin  de no violentar los derechos humanos de los chihuahuenses; asimismo   a la Comisión Estatal de Derechos Humanos en el Estado de       Chihuahua para que investigue y actúe en consecuencia, salvaguardando siempre la integridad de las garantías que tienen los ciudadanos, al tenor de la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El 14 de agosto del presente año el Ayuntamiento del Municipio de Chihuahua, en el marco pleno de las facultades concedidas tanto por la Constitución Federal, así como la Constitución Estatal,  definió 
la aprobación del Reglamento de Justicia Cívica para el Municipio      de Chihuahua, con ello se procedió a la abrogación del Bando de Policía y Gobierno del Municipio de Chihuahua, lo anterior entrará en vigor una vez que sea publicado en la Gaceta Municipal, algo que      aún no sucede.
Con la creación de este Reglamento el municipio de Chihuahua        entra de lleno en el marco de las ciudades de vanguardia en       materia de Seguridad Pública, es preciso señalar que desde la administración federal anterior se ha hecho el llamado para transitar       a modelos de justicia cívica, en donde la ciudadanía es copartícipe       de la seguridad, así mismo se incorporan  la implementación de mecanismos alternos de solución de controversias, así como trabajo comunitario. Sin lugar a dudas fue un acierto por parte de los         regidores utilizar para este fin el Modelo Homologado de Justicia  Cívica, Buen Gobierno y Cultura de la Legalidad para nuestro        Municipio de Chihuahua.
La cooperación y la coordinación entre dependencias siempre redundan en un beneficio para los ciudadanos. Es por esto que       desde esta tribuna hacemos un cordial y respetuoso llamado al H. Ayuntamiento de la ciudad de Chihuahua para que reconsidere algunos artículos que a continuación enunciaremos, ya que la aplicación de ellos, representa un riesgo latente a cometerse  violaciones a los derechos humanos consagrados en nuestra Carta Magna.
En relación a lo establecido en el artículo 32, mismo que a la letra indica:
“Las infracciones señaladas en el presente Capítulo son meramente enunciativas y no limitativas, por lo que también son materia de sanción, aquellas otras conductas similares o que contravengan las demás disposiciones legales aplicables…”.
La redacción elegida por el H. Ayuntamiento es violatoria a los principios generales del derecho y como queda expuesto, siendo contrario a lo establecido por lo9s principios que rigen la Materia Administrativa, en relación a lo anterior, me es dable citar que dentro de esta materia se encuentra estrictamente prohibida  la aplicación   de la analogía o mayoría de razón, los que evidencia una incongruencia respecto a lo expuesto en el Articulo anteriormente mencionado, quedando de manifiesto que su contenido es   totalmente contrario a Derecho, dejando en un completo estado de indefensión a la ciudadanía Chihuahuense. 
Es necesario aclarar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación a emitió diversos criterios enfocados en esta problemática, uno de ellos  es el que se encuentra expreso en la  sentencia en relación a la   Acción de Inconstitucionalidad que la ex Procuradora de la      República, la Lic. Arely Gómez, interpusiera en contra la Ley de 
Cultura Cívica y Deporte del estado de Sinaloa al tener una         redacción idéntica, donde los Juzgadores emiten resolución         favorable para salvaguardar los derechos humanos y se vele por el respeto irrestricto de los mismos.
Otra de las inconsistencias que es de suma importancia resaltar, la encontramos en el artículo 33, en su fracción séptima, mismo que ha generado ya controversia en la comunidad del municipio, consideramos que es notoriamente violatorio a los derechos        humanos consagrados en los artículos sexto y noveno de la Carta Magna, toda vez que en el contenido del artículo citado con antelación, estipula condicionantes para ejercer el Derecho a la Libertad de Expresión, Reunión, entre otros, solicitando a la       ciudadanía que para ejercer estos derechos consagrados en nuestra Constitución Federal deben contar con una autorización previa por parte del Municipio, coartando a todas luces el libre ejercicio de nuestros Derechos Humanos. 
Dentro de las observaciones que encontramos tiene relación con la perspectiva de género, si bien es un gran acierto considerar el acoso callejero como una infracción, la historia de la defensa y aplicación       de los derechos de las mujeres en nuestro país nos ha enseñado que       la capacitación constante es un gran elemento para la correcta garantía de los mismos, sin embargo, es necesario que se encuentre   de manera explicita la obligación tanto de los juzgadores como del personal encargado de la seguridad. Dentro del reglamento se establece en su articulo segundo fracción II, que la perspectiva de género es un principio rector para el buen gobierno y la convivencia,  sin embargo, en lo concerniente al articulo 11 donde se 
plantean las obligaciones de las y los juzgadores, no aparece el        impartir justicia con perspectiva de género. Así mismo debe existir la misma obligación expresa para todos los integrantes en materia de  impartieron de justicia cívica, es necesaria la obligación expresa en        el reglamento, de observar tanto el accionar, como la resolución  misma de los juzgadores siempre con perspectiva de género.
De igual manera se considera que los artículos 14 inciso b), 34        fracción V y 43 fracción VI, son violatorios a derechos fundamentales, en u primer momento, podemos apreciar en el artículo 14, inciso B), donde se estipula que se dejara según la disposición presupuestaria      del Municipio, contar con un defensor de oficio, dejando en un        estado de incertidumbre si en realidad se contara con una defensa, siendo un derecho humano el tener una debida defensa y acceso a    la justicia.
Además de lo anterior, dentro del arábigo 43, fracción VI, se estipula que el juez cívico, para la imposición de sanción deberá de tomar en cuenta las cuestiones personales, sociales, culturales y económicas       de la personas, siendo esto un resigo latente para el respeto  de los Derechos Humanos, ya que con esto, se puede dar hincapié a la realización de actos discriminatorios  por cuestiones intrínsecas del       juez cívico, ya que tendrá que valorar dichos cuestiones personales, sociales, culturales y económicos, pero sin determinar de una         manera cierta dentro del Reglamento, si esto es en aplicación para atenuar o agravar la sanción a imponer.
En los tiempos en que vivimos, para preservar la vida democrática es necesario mantener el respeto irrestricto a los derechos de manifestación, de libre asociación, así como la madurez política y 
jurídica para no exceder las facultades que la legislación mexicana confiere a cada uno de los niveles de gobierno.  Recordemos que  debe imperar la Supremacía Constitucional ante cualquier Ley que       sea contraria a nuestra Carta Magna , por lo cual, el  Ayuntamiento       no pueden legislar de manera contraria a la Constitución, ni mucho menos reglamentar o impedir el goce de los derechos humanos que       en ella se consagran, por ello se exhorta a la Comisión Estatal de Derechos Humanos para que realice la intervención correspondiente  en el presente tema, toda vez que a consideración de la que       suscribe, al aplicarse el Reglamento de Justicia Cívica del Municipio       de Chihuahua, nos encontraremos con diversas violaciones a los Derechos Humanos.
Por estas razones de peso, es que presentamos este exhorto con carácter de urgente resolución para que el Ayuntamiento de Chihuahua vuelva a dar lectura al Reglamento de Justicia Cívica y reconsidere los artículos arriba mencionados antes de su publicación. Desde luego que es necesario contar con reglamentos y leyes a la vanguardia, pero estos no pueden poner en riesgo las libertades de       la ciudadanía.
Por lo anteriormente expuesto, y con el fin de recordarles el         compromiso adquirido y la obligación que les fue conferida, someto      a consideración de esta Honorable Representación Popular, el siguiente:
ACUERDO
PRIMERO.- La Sexagésima Sexta Legislatura del Honorable Congreso del Estado, exhorta al Cabildo del Municipio de Chihuahua a  través de la Secretaria del Ayuntamiento de Chihuahua a que replantee los preceptos contenidos en el Reglamento de Justicia Cívica a fin de no violentar los derechos humanos de los chihuahuenses.
SEGUNDO.- La Sexagésima Sexta Legislatura del H. Congreso del Estado de Chihuahua exhorta respetuosamente a la Comisión Estatal de Derechos Humanos del estado de Chihuahua para que investigue y actúe en consecuencia sobre dichas observaciones, a fin de salvaguardar la garantía de los derechos humanos.
ECONOMICO. - Aprobado que sea túrnese a la Secretaría, para que elabore la minuta de acuerdo correspondiente.
D A D O en la sala Morelos del Palacio del Poder Legislativo, en la Ciudad de Chihuahua, Chihuahua, a los 26 días del mes de agosto del año 2019.
ATENTAMENTE
______________________________
DIP. DEYANIRA OZAETA DÍAZ
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